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ASAMBLEA LEGISLATIVA 
 
Para nadie es un secreto el desfase existente entre las decisiones que demanda la 
sociedad respecto a los problemas públicos y la capacidad de toma de decisión 
por parte de la Asamblea Legislativa para atender las necesidades de la 
población. 
 
Sea por cuestiones de la propia dinámica política, por la gran cantidad de temas 
sometidos a su conocimiento o por la rigidez misma del marco normativo, lo cierto 
es que la brecha entre lo que se requiere y lo que se puede está minando cada 
vez más la legitimidad del Congreso.  Cada vez más personas consideran que la 
Asamblea no es capaz de atender y solventar los problemas ciudadanos, que no 
es posible tomar decisiones oportunas y efectivas y que el ejercicio parlamentario 
es una discusión estéril sin resultados. 
 
Aunque precisamente la discusión y el control político son esencia del Parlamento 
es claro que se dificulta su ejercicio cuando una innumerable cantidad de temas 
son sometidos a conocimiento de los diputados, quienes se encuentran 
materialmente imposibilitados para destinar el suficiente tiempo de estudio que 
cada iniciativa en la corriente legislativa requiere, en especial aquellos que por su 
complejidad, magnitud e impacto requieren un análisis y discusión reposados, 
sustentados y reflexivos. 
 
Uno de los principales elementos que han estado en el ojo del debate político es el 
de las autorizaciones municipales, en el tanto consumen buena parte de la agenda 
y tiempos legislativos, cuando podrían estos destinarse a temas de trascendencia 
nacional. 
 
Aunque nuestra Constitución prevé un régimen autonómico a favor de las 
municipalidades, según el cual le corresponde a estas la administración y servicios 
locales de cada cantón, de acuerdo con lo estipulado por el artículo 169, la 
realidad es que todavía persisten vetas de centralismo como lo ilustra el hecho de 
que la Asamblea Legislativa deba autorizar los impuestos municipales que el 
gobierno local aprueba.  De esta forma, el margen que tienen los diputados para 
modificar las licencias para actividades lucrativas y no lucrativas, así como las 
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tasas y demás contribuciones que vienen desde las municipalidades es poco, pero 
deben cumplir con el procedimiento fijado por el Reglamento legislativo para su 
aprobación. 
 
En la práctica, lo que se ha hecho es que se dispensa de algunos trámites o se 
negocia para crear lo que en la jerga legislativa se conoce como “un paquete de 
proyectos chayote” para referirse a aquellas iniciativas que no generan oposición 
ni preocupación entre las distintas bancadas y que, por tanto, al no ser objeto de 
discusión en los distintos órganos legislativos se pueden votar en una sesión 
destinada para tal efecto. 
 
Siendo esto así, surge la necesidad de plantearse un cambio a la Constitución 
Política para que el ejercicio de la autonomía municipal sea real y, al mismo 
tiempo, para descongestionar la agenda legislativa a fin de que los diputados, 
como representantes nacionales, puedan dedicarse a discutir y votar iniciativas de 
un impacto y trascendencia nacionales. 
 
En virtud de lo anterior, este proyecto pretende modificar los artículos 121 inciso 
13), 174 y 184 inciso 2) para hacer efectivo ese traslado de competencias a las 
municipalidades y que sean ellas, en ejercicio de la autonomía dada para 
administrar los intereses de su respectivo cantón, las que puedan aprobar sus 
propias licencias, tasas y contribuciones sin tener que pasar por la Asamblea 
Legislativa, eso sí, estableciendo que los regidores tendrán responsabilidad civil 
y/o penal por sus decisiones así como la fiscalización por parte de la Contraloría 
General de la República, que ya de por sí la ejerce en materia presupuestaria. 
 
Por las razones anteriormente expuestas, se somete a consideración de los 
diputados y diputadas el siguiente proyecto de reforma constitucional. 
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LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 
DECRETA: 

 
TRASLADO DE COMPETENCIAS A LAS MUNICIPALIDADES PARA QUE 

APRUEBEN SUS LICENCIAS PARA ACTIVIDADES LUCRATIVAS 
Y NO LUCRATIVAS, TASAS Y DEMÁS CONTRIBUCIONES 

 
 
ARTÍCULO 1- Modifícanse los artículos 121 inciso 13), 174 y 184 inciso 2) de 
la Constitución Política, para que se lean como sigue: 
 
Artículo 121-  Además de las otras atribuciones que le confiere esta 
Constitución, corresponde exclusivamente a la Asamblea Legislativa: 
 
(…) 
 
13) Establecer los impuestos y contribuciones nacionales. 
 
(…)  
 
Artículo 174-  Le corresponderá a cada municipalidad aprobar sus 
tarifas de licencias para actividades lucrativas y no lucrativas, así como las 
demás tasas y contribuciones.  Los regidores de cada municipalidad tendrán 
responsabilidad civil y/o penal por las faltas que cometan en ejercicio de la 
potestad antes señalada. 
 
La ley indicará en qué otros casos necesitarán las municipalidades autorización 

legislativa para contratar empréstitos, dar en garantía sus bienes o rentas, o 
enajenar bienes muebles o inmuebles. 
 
Artículo 184-  Son deberes y atribuciones de la Contraloría: 
 
(…) 
 
2) Examinar las tarifas de licencias para actividades lucrativas y no 
lucrativas, así como las demás tasas y contribuciones que establezcan las 
municipalidades, aprobar o improbar sus presupuestos y los de las instituciones 

autónomas, así como fiscalizar su ejecución y liquidación. 
 
TRANSITORIO ÚNICO- Las leyes de impuestos municipales que se encuentren 
vigentes, a la fecha de entrada en rigor de esta reforma, mantendrán su condición 
siempre que el respectivo concejo municipal no acuerde una variación, en cuyo 
caso los nuevos montos ya no tendrán que ser autorizados por la Asamblea 
Legislativa. 
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Rige a partir de su publicación. 
 
 
 
Jonathan Prendas Rodríguez   Luis Ramón Carranza Cascante 
 
 
 
Ana Lucía Delgado Orozco   Harllan Hoepelman Páez 
 
 
 
Aracelly Salas Eduarte    Erwen Yanan Masís Castro 
 
 
Gustavo Alonso Viales Villegas   Carmen Irene Chan Mora 
 
 
 
Roberto Hernán Thompson Chacón  Laura Guido Pérez 
 
 

Diputados y diputadas 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
24 de setiembre de 2018 
 
 
 
NOTAS: Este proyecto aún no tiene comisión asignada. 
 

Este proyecto cumplió el trámite de revisión de forma en el 
Departamento de Servicios Parlamentarios. 


